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	Carlos Ariel Franco Ramírez
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	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes  

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Tercero Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Pereira 

	Asunto a decidir 
	Recurso de apelación contra sentencia del 9 de abril de 2010 


ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver lo pertinente en relación con el recurso de apelación interpuesto por la abogada defensora, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de ésta ciudad, de fecha nueve (9) de abril de dos mil diez (2010), mediante la cual condenó a los señores Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

ANTECEDENTES
Según el escrito de acusación
,  el día 4 de septiembre de 2008, a las 08:45 horas aproximadamente, se adelantó diligencia de allanamiento y registro en el inmueble ubicado en el lote 87 del barrio Restrepo, en la cual se halló sustancia estupefaciente y dinero en efectivo, motivo por el cual fueron detenidos los señores Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López. 

La sustancia incautada fue sometida a prueba preliminar de PIPH,  la cual arrojó resultado positivo para Cocaína y sus derivados,  con un peso neto de 4.7 gramos para la primera muestra y 2.0 gramos para la segunda
.

La Fiscalía tipificó la conducta atribuida a los acusados, dentro del  artículo 376 inciso 2º, modificado por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004. La imputación no fue aceptada por los procesados. 
La  audiencia de formulación de acusación se llevó  a cabo el 14 de enero de 2009 ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira
. El  10  de febrero de 2010 se adelantó la audiencia preparatoria.  La audiencia de juicio oral se celebró el 8 de marzo de 2010
. El despacho anunció el sentido del fallo de  carácter condenatorio y fijó la fecha del 9 de abril del mismo año para dar lectura al fallo de primera instancia.
El día 12 de abril de 2010 se recibió en esta Corporación para el trámite del recurso y fue asignado para la ponencia al Magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz, sin que a la fecha haya proyecto.
LA DECISIÓN RECURRIDA
El 9 de abril de 2010 se dictó el fallo
 de primera instancia en el cual se condenó a los señores  Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López a la pena principal de 64 meses de prisión y multa equivalente a 2.66 salarios mínimos legales mensuales, como responsables del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. No se les concedió el subrogado de ejecución condicional de la condena. 
La decisión adoptada por la a quo fue apelada por la abogada defensora. La audiencia de sustentación del recurso, fue realizada el 16 de junio de 2011
, en la que la apoderada judicial de los encartados atacó la forma en la que la juez de primera instancia valoró las pruebas, sin que realizara un análisis profundo a las mismas, limitándose a indicar que se encontraban acreditados los presupuestos del artículo 381 del C.P.P., por lo que solicitó la absolución de sus patrocinados. 

Por su parte la Fiscalía General de la Nación pidió la confirmación de la sentencia en comento ya que de las pruebas recaudadas e introducidas legalmente en el juicio, se desprendía la responsabilidad de los procesados. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Esta Sala es competente para conocer del presente asunto, conforme a lo dispuesto en el artículo 34, numeral 1º, del Código de Procedimiento Penal.
El punto sometido a con.                                                                             sideración de la Corporación se reduce a determinar (i) si es viable revocar la decisión de primer grado, y en su lugar absolver a los procesados, de acuerdo con los argumentos expuestos por su defensora en la sustentación del recurso o (ii) si se presenta alguna circunstancia que imponga la extinción de la acción penal.

Atendiendo el principio de limitación, la decisión de esta Colegiatura se extenderá a los asuntos que resulten inescindiblemente vinculados con el objeto de impugnación, sin embargo dicha limitación no es absoluta como lo dispuso el máximo tribunal de la justicia ordinaria, ya que si con la actuación judicial se afectan los derechos constitucionales de los procesados, de oficio se podrá hacer la modificación del fallo, así el tema no sea materia del recurso.

Esta Sala considera necesario hacer una consideración previa relacionada con los efectos de la regulación del tema de la extinción de la acción  penal  con base en lo dispuesto en los artículos 83 del C.P. y 292 de la ley 906 de 2004,  que regulan de manera diversa la prescripción de la acción penal.

En primer lugar hay que manifestar que el inciso 1º del  artículo 83 del C.P establece lo siguiente: “La acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere  privativa de la libertad, pero en  ningún caso será inferior a cinco (5) años ni excederá de veinte (20) salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este artículo “ 

El artículo 86 del mismo código, modificado por el artículo 6º de la ley 890 de 2004 señala que: “La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de la imputación. Producida la interrupción del término prescriptivo, éste comenzará a correr de nuevo por un tiempo igual a la mitad del señalado en el artículo 83. En este evento el término no podrá ser inferior a cinco (5) años, ni superior a diez “ 

Por su parte el artículo 292 de la ley 906 de 2004 es del siguiente tenor: “La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de la imputación. Producida la interrupción del término prescriptivo, este comenzará a correr de nuevo por un término igual a la mitad del señalado en el artículo 83 del Código Penal. En este evento no podrá ser inferior a tres (3) años.” 
Al examinar las normas antes citadas se observa que existe una regulación diversa en cuanto al término mínimo de prescripción de la acción penal, en lo que tiene que ver con los casos regulados por la ley  906 de 2004, ya que las dos disposiciones citadas (artículos 86 de la ley 599 de 2000 y 292 de la ley 906 de 2004) regulan lo concerniente a la interrupción y la suspensión del término prescriptivo de la acción penal, que en los casos regidos por la ley 600 de 2000 se suspende con la ejecutoria de la resolución de acusación, al tiempo que en los procesos tramitados bajo la ley 906 de 2004, la  prescripción se interrumpe “con la formulación de la imputación“, debiendo aclararse que no se ha presentado ninguna modificación del artículo 83 de la ley 599 de 2000, según el cual la prescripción “en ningún caso será inferior a cinco (5) años”, pero existe una norma posterior como el  artículo 292 de la ley 906 de 2004, la cual señala que al producirse la interrupción del término prescriptivo en  virtud de la formulación de imputación, este corre por un término equivalente a la  mitad del señalado en el artículo 83 del Código Penal, sin que pueda ser inferior a tres (3) años.
En el presente caso, la interrupción de la prescripción de la acción penal, ocurrió el 4 de septiembre de 2008
, fecha en la cual se llevó a cabo la audiencia de formulación de imputación. 

Al aplicar las normas anteriormente relacionada, la Sala arriba a la conclusión de que la acción penal para el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes se encuentra prescrita, pues éste tipo penal tenía señalada para la época de su acaecimiento, pena privativa de la libertad de 64 a 108 meses. 

Al presentarse la interrupción de la prescripción como lo dispone el artículo 86 de la ley 599 de 2000, el término comenzará a correr por la mitad del máximo fijado en la ley, en todo caso no inferior a 3 años atendiendo lo enunciado en el artículo 292 de la Ley 906 de 2004, término que en el presente caso fue superado el día 3 de marzo del año en curso, para dicho delito, de manera que habrá de disponerse la extinción de la acción penal.

En consecuencia de lo anterior, se decretará  la cesación de procedimiento a favor de los señores Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE 

PRIMERO: Declarar la extinción de la acción penal en las presentes diligencias adelantadas en contra de los señores Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López, por la conducta punible tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por haber operado el fenómeno jurídico de la prescripción.

Segundo: Decretar, en consecuencia, la cesación de  procedimiento a favor de los señores Carlos Ariel Franco Ramírez y Nelson Ovidio Giraldo López.

Tercero: Ejecutoriada esta providencia remítanse las diligencias al Juzgado de origen para lo pertinente. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado 

JUAN CARLOS RAMÍREZ MORALES

Secretario 
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